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                                                                                 Concepto 5465 

Bogotá, D.C., octubre 29 de 2012
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E.  S.  D.

Ref.:  Revisión constitucional de la Ley 1573 del 2 de agosto de 2012, “Por medio de la cual se aprueba la “CONVENCIÓN PARA COMBATIR EL COHECHO DE SERVIDORES PÚBLICOS EXTRANJEROS EN TRANSACCIONES COMERCIALES INTERNACIONALES”, adoptada por la Conferencia Negociadora en Paris, República Francesa, el 21 de noviembre de 1997”.    

Magistrado Ponente: JORGE IGNACIO PRETELT CHALJUB.       

         
Expediente LAT-392.
       
Concepto 5465
Rindo concepto en el asunto de la referencia, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, concordantes con el artículo 7º del Decreto 2067 de 1991.

1. Preliminares. 

Para cumplir con lo previsto en el artículo 241.10 Superior, la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República remitió a la Corte, el 3 de agosto de 2012, la Ley 1573 del 2 de agosto de 2012, “Por medio de la cual se aprueba la “CONVENCIÓN PARA COMBATIR EL COHECHO DE SERVIDORES PÚBLICOS EXTRANJEROS EN TRANSACCIONES COMERCIALES INTERNACIONALES”, adoptada por la Conferencia Negociadora en París, República Francesa, el 21 de noviembre de 1997”.

La Corte, por medio de Auto del 3 de septiembre de 2012, asume el conocimiento del presente asunto y ordena la práctica de algunas pruebas, pertinentes para establecer los antecedentes del instrumento internacional y de su ley aprobatoria.

2. Análisis formal.

LA “CONVENCIÓN PARA COMBATIR EL COHECHO DE SERVIDORES PÚBLICOS EXTRANJEROS EN TRANSACCIONES COMERCIALES INTERNACIONALES”, fue adoptada por la Conferencia Negociadora en París, República Francesa, el 21 de noviembre de 1997”. Por Aprobación Ejecutiva del 14 de marzo de 2012, el Presidente de la República de Colombia dispuso someter la citada Convención a consideración del Congreso de la República, para su discusión y aprobación, conforme a lo dispuesto en el artículo 150.16 de la Carta. 
Al no haber un trámite especial para las leyes aprobatorias de los tratados internacionales y su incorporación a la legislación interna, corresponde seguir el trámite previsto en los artículos 157, 158, 160 y 165 de la Carta para las leyes ordinarias, con la precisión de que, según el artículo 154 Superior, el proceso legislativo debe empezar en el Senado.
Vistos los documentos que obran en el expediente, se puede establecer que el proyecto de ley, radicado con los números 212 de 2012 en el Senado y 239 de 2012 en la Cámara, tuvo el siguiente trámite:

El proyecto de ley fue presentado por el Gobierno al Senado el 23 de marzo de 2012, a través de los Ministros de Relaciones Exteriores y de justicia y del derecho. El texto original del proyecto, junto con su respectiva exposición de motivos, aparecen publicados en la Gaceta del Congreso 96 de 2012 (p. 1-13). Con estas actuaciones se cumple con el requisito de presentación del proyecto (art. 154) y con el requisito de publicación del proyecto antes de darle trámite en la comisión respectiva (art. 157.1). 
La ponencia favorable para primer debate en la Comisión Segunda del Senado fue presentada por el Senador Carlos Fernando Motoa Solarte. Aparece publicada en la Gaceta del Congreso 201 de 2012 (p. 5-13).
El proyecto de ley fue anunciado en la Comisión Segunda del Senado el 8  de mayo de 2012, como consta en el Acta 22 de esa fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 547 de 2012, en cuyo Capítulo II se lee: “Anuncio de discusión y votación de proyectos de ley. Por instrucciones de la Presidenta de la Comisión Segunda del Senado de la República, anuncio de discusión y votación de proyectos de ley para la próxima sesión (artículo 8° del Acto Legislativo número 01 de 2003)”. A continuación aparece mencionado: “5. Proyecto de ley número 212 de 2012 Senado, “por medio de la cual se aprueba la Convención para combatir el cohecho de servidores públicos extranjeros en transacciones comerciales internacionales”, adoptada por la Conferencia Negociadora en París, República Francesa, el 21 de noviembre de 1997” (p. 30, 52-53).
El proyecto fue discutido y aprobado en la sesión del día 23 de agosto de 2012, según consta en el Acta 23 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 548 de 2012 (p. 1-2, 13-17). Según certificación del 14 de septiembre de 2012, suscrita por el Secretario General de la Comisión Segunda del Senado, el proyecto fue aprobado con votación nominal y pública, cuyo resultado fue el siguiente: trece (13) votos a favor, dados por los (13) Senadores que conforman la Comisión.

La ponencia positiva para segundo debate en el Senado de la República fue presentada por el Senador Carlos Fernando Motoa Solarte y publicada en la Gaceta del Congreso 230 de 2012 (p. 8-16). 
El proyecto fue anunciado para segundo debate en el Senado de la República el 16 de mayo de 2012, como consta en el Acta 47 de esa fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 399 de 2012, en la cual se lee:
III
Anuncio de proyectos

Por instrucciones de la Presidencia y, de conformidad con el Acto legislativo 01 de 2003, por Secretaría se anuncian los proyectos que se discutirán y aprobarán para la próxima sesión.

Señor Presidente, los siguientes son los proyectos para anunciar para la plenaria de la semana entrante, para discutir y votar:

(…)

Proyecto de ley número 212 de 2012 Senado, por medio de la cual se aprueba la Convención para combatir el cohecho de Servidores Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales internacionales, adoptada por la Conferencia Negociadora en París, República Francesa, el 21 de noviembre de 1997.
El proyecto fue debatido y aprobado en la sesión plenaria del 22 de mayo de 2012, como consta en el Acta  48 de la misma fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 414 de 2012. La aprobación sin modificaciones en segundo debate, con el lleno de los requisitos constitucionales, legales y reglamentarios, se logra con un quórum de 93 votos de 100 Senadores, según se desprende de lo consignado en la citada gaceta y en la certificación expedida por el Secretario General del Senado de la República el 18 de septiembre de 2012. 

El texto definitivo aprobado en la plenaria del Senado de la República fue publicado en la Gaceta del Congreso 272 del 25 de mayo de 2012 (p. 20).
La ponencia positiva para primer debate en la Cámara de Representantes fue presentada por el Representante Telésforo Pedraza Ortega. Aparece publicada en la Gaceta del Congreso 309 de 2012 (p. 14-20).
El proyecto de ley fue anunciado para primer debate en la sesión del 5 de junio de 2012, como consta en el Acta 27 de la misma fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 563 de 2012, como se desprende de la certificación expedida por la Secretaría General de la Comisión Segunda de la Cámara de Representantes el 24 de septiembre de 2012. El proyecto fue anunciado en los siguientes términos:

Hace uso de la palabra la Secretaria General de la Comisión Segunda, doctora Pilar Rodríguez Arias:

Sí señor Presidente. Cuarto. Negocios sustanciados por presidencia, señor Presidente hay un anuncio para realizar.

Hace uso de la palabra el señor Presidente, honorable Representante Juan Carlos Sánchez Franco:

Hagámoslo señora Secretaria.

Hace uso de la palabra la Secretaria General de la Comisión Segunda, doctora Pilar Rodríguez Arias:

Sí señor. ¿Para cuándo se anuncia señor Presidente?

Hace uso de la palabra el señor Presidente, honorable Representante Juan Carlos Sánchez Franco:

Se cita para el día jueves a las 0.05 a.m.

Hace uso de la palabra la Secretaria General de la Comisión Segunda, doctora Pilar Rodríguez Arias:

Se anuncian para el día jueves a las 0. 05 minutos de la mañana.

Proyecto de ley 239 de 2012 Cámara, 212 de 2012 Senado, por medio de la cual se aprueba la Convención para Combatir el Cohecho de Servidores Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internaciones, adoptada por la Conferencia Negociadora en París República Francesa el 21 de noviembre de 1997. 

Presentado por la Ministra de Relaciones Exteriores doctora María Ángela Holguín Cuéllar y el Ministro de Justicia doctor Juan Carlos Esguerra Portocarrero.

Así se hará señor Presidente para pasado mañana, jueves 7 de junio de 2012, a las 0.05 horas a.m.

El Proyecto de ley fue debatido y aprobado en la sesión del 7 de junio de 2012, como lo anota en la certificación expedida por la Secretaría General de la Comisión Segunda de la Cámara de Representantes el 24 de septiembre de 2012 y en el Acta 28 de esa fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 563 de 2012. El articulado y el título fueron aprobados por unanimidad en votación ordinaria con el quórum reglamentario.
La ponencia positiva para segundo debate en la Cámara de Representantes, que aparece publicada en la Gaceta del Congreso 349 de 2012 (p. 7-15), fue presentada por el Representante Telésforo Pedraza Ortega.
El proyecto de ley fue anunciado para segundo debate en la sesión del 14 de junio de 2012, según se da cuenta en el Acta 132 de la misma fecha y en la certificación expedida por el Secretario General de la Cámara de Representantes el 17 de septiembre de 2012. En esta certificación se indica que en la sesión plenaria del día 19 de junio de 2012: 
se hicieron presentes ciento cincuenta y cuatro (154) Honorables Representantes a la Cámara, fueron considerados y aprobados por unanimidad, la ponencia para el segundo debate, el articulado, título y la pregunta “Quiere la Plenaria que este Proyecto sea Ley de la República”, del Proyecto de Ley No. 239 de 2012 Cámara – 212 de 2012 Senado, hoy Ley 1573 de 2012, POR MEDIO DE LA CUAL SE APRUEBA LA “CONVENCIÓN PARA COMBATIR EL COHECHO DE SERVIDORES PÚBLICOS EXTRANJEROS EN TRANSACCIONES COMERCIALES INTERNACIONALES”, ADOPTADA POR LA CONFERENCIA NEGOCIADORA EN PARÍS, REPÚBLICA FRANCESA, EL 21 DE NOVIEMBRE DE 1997”.
El 2 de agosto de 2012, el Presidente de la República sanciona la Ley 1573 de 2012, por medio de la cual se aprueba el instrumento internacional que es objeto de estudio. 
El texto de la Ley 1573 del 2 de agosto de 2012 fue remitido a la Corte, por la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República, el 3 de agosto de 2012, esto es, dentro del término de los seis días establecido por el artículo 241.10 de la Carta Política para ello.

Luego de estudiar el proceso de la formación de la Ley 1573 de 2012, por medio de la cual se aprueba la “CONVENCIÓN PARA COMBATIR EL COHECHO DE SERVIDORES PÚBLICOS EXTRANJEROS EN TRANSACCIONES COMERCIALES INTERNACIONALES”, ADOPTADA POR LA CONFERENCIA NEGOCIADORA EN PARÍS, REPÚBLICA FRANCESA, EL 21 DE NOVIEMBRE DE 1997”, el Ministerio Público no advierte la existencia de vicio alguno.

3. Análisis material.

La exposición de motivos del proyecto que a la postre se convertirá en la Ley 1573 de 2012, por medio de la cual se aprueba la convención sub examine, aparece en la Gaceta del Congreso 96 de 2012 (p. 1-13). En este documento se dice que la convención se adoptó por la Conferencia Negociadora en 1997, luego constatar que si bien los Estados disponían de normas para combatir el cohecho de sus servidores públicos nacionales, existía un vacío en lo relacionado a los actos de corrupción realizados transacciones internacionales. Por ello, la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos, OCDE, puso de presente la necesidad de adoptar una norma que regulara dicho asunto y que incluyera, además, mecanismos de monitoreo y evaluación. 
La OCDE es un organismo internacional de cooperación, integrado por 34 Estados, que tiene como objeto coordinar las políticas económicas y sociales de sus miembros. Su misión es promover políticas que mejoren el bienestar económico y social de las personas alrededor del mundo. Lo anterior ha sido expresado por distintos Estados. En algunos casos puntuales, como el de la República de México, su gobierno señaló que: “La participación en la OCDE ha permitido a México aprovechar las experiencias de otros países y a la vez dar a conocer mejor la economía mexicana ante los demás países miembros. Asimismo, México ha servido como puente de comunicación entre los países industrializados y los países en desarrollo, sobre todo de la región latinoamericana”, entre otros beneficios.

La OCDE cumple un papel muy importante en torno de la convención, tanto en su proceso de gestación, como en el monitoreo y seguimiento que hace por medio del Grupo de Trabajo sobre Anticorrupción con la colaboración de la División Anti-Corrupción.
La convención en comento busca combatir la conducta del cohecho en materia contractual, cuando intervienen sujetos no nacionales; asegurar reglas equitativas en las transacciones internacionales; eliminar la competencia desleal que se genera a partir de las gratificaciones extraoficiales; castigar o penalizar a empresas y personas que prometan, ofrezcan, otorguen o encubran pagos a servidores públicos extranjeros con el fin de favorecer y beneficiar sus negocios; e impulsar el intercambio de información y la cooperación jurídica internacional para combatir el cohecho transnacional.
Para combatir la impunidad que existe en torno de las conductas de corrupción en las transacciones internacionales, la convención sub examine tipifica el delito de cohecho a servidores públicos extranjeros en transacciones comerciales internacionales. Para efecto de aplicar de manera efectiva la norma penal, la convención prevé una serie de medidas, entre las cuales se puede destacar las siguientes: establece la responsabilidad penal de las personas jurídicas; reconoce la jurisdicción de los tribunales nacionales para juzgar hechos cometidos en el extranjero; alude a la necesidad de un plazo adecuado para investigar el delito y sancionar al responsable; penalizar el lavado de activos provenientes de este delito; provee de asistencia legal a otros Estados Partes, en el marco de las investigaciones que estos adelanten. 
El instrumento internacional que aquí se examina consta de un preámbulo y 17 artículos, conforme pasa a verse.
El Preámbulo contiene los motivos por los cuales se considera necesario adoptar la Convención para combatir el cohecho de servidores públicos extranjeros en transacciones comerciales internacionales, incluidos el comercio y la inversión, sobre la base de que los Estados comparten la responsabilidad de tomar medidas adecuadas para combatir este fenómeno criminal. 
En el artículo 1º se señala que cada Estado parte debe tomar las medidas necesarias conforme a su derecho interno, para tipificar el delito de cohecho del servidor público extranjero, cuando éste, por su acción u omisión de sus deberes, incurra en la conducta punible. En el artículo 2° se dispone que cada Estado parte debe adoptar lo necesario para establecer la responsabilidad de las personas morales por el cohecho de un servidor extranjero. En el artículo 3º se prevé las sanciones a imponer al cohecho de un servidor público extranjero, que en todo caso deben ser de índole penal y cumplir con los criterios de eficacia, proporcionalidad y disuasión, dentro de las cuales se contempla la privación de la libertad, sanciones monetarias, incautación y decomiso de bienes, e incluso la posibilidad de sanciones civiles o administrativas adicionales.

En el artículo 4° se indica que cada Estado parte debe acreditar su jurisdicción sobre el cohecho de un servidor público extranjero, cuando el delito sea cometido en su territorio, y se señala la posibilidad de hacer las consultas del caso, necesarias para determinar la jurisdicción competente, cuando varios Estados partes la reclamen. En el artículo 5º se advierte que tanto la investigación como el juicio del responsable deben sujetarse a los principios y normas aplicables en cada Estado parte, sin que influyan consideraciones como las del interés económico nacional, las relaciones entre los estados o la identidad de las personas físicas o morales implicadas. En el artículo 6° se precisa que el término de prescripción de este delito debe contemplar un plazo adecuado para adelantar su investigación y el correspondiente juicio.

En el artículo 7º se fija que, para efecto de aplicar las leyes contra el lavado de dinero, al cohecho cometido por un servidor público extranjero debe darse el mismo trato previsto en las normas internas de cada Estado parte para el cohecho de sus propios servidores públicos. En el artículo 8º se señala la necesidad de adoptar medidas relativas al registro contable y la contabilidad y a posibles sanciones civiles, administrativas o penales, por omisiones o falsificaciones en uno o en otra, en el marco del derecho interno de cada Estado parte. En el artículo 9° dispone que cada Estado parte debe brindar el apoyo jurídico requerido por otro, cuando se trate de investigaciones o procesos iniciados dentro del ámbito de la convención, conforme a lo previsto en su derecho interno y en los tratados vigentes.
En el artículo 10 se establece que la extradición por cohecho de un servidor público extranjero, debe examinarse conforme a las leyes y a los tratados de extradición existentes entre los Estados parte. En el artículo 11 se dispone que, para efectos de consultas, asistencia jurídica recíproca y extradición, cada Estado parte debe notificar al Secretario General de la OCDE, quién es o quiénes son las autoridades responsables de la preparación y recepción de solicitudes correspondientes. En el artículo 12 se prevé que los Estados parte deben cooperar para promover la aplicación de la convención y para desarrollar el programa de seguimiento y monitoreo de la misma. 
En el artículo 13 se regula lo relacionado a la firma de la convención y a la adhesión a la misma. En el artículo 14 se dispone lo relativo a la ratificación de la convención y a al depositario de la misma. En el artículo 15 se precisa la entrada en vigencia de la convención.

En el artículo 16 se trata sobre las reformas de la convención, cuando cualquier Estado parte las proponga. Y en el artículo 17 se contempla la posibilidad de retiro de un Estado parte de la convención, para lo cual es menester hacer una notificación escrita a su depositario, la cual suerte efecto un año después de haberse realizado.

Como se advierte en la exposición de motivos del proyecto de ley, la convención sub examine busca poner remedio al vacío jurídico existente en torno del cohecho en las transacciones internacionales. Esta tarea se inscribe de manera clara en la lucha contra la corrupción y constituye, sin duda, una herramienta necesaria y de primer orden tanto para combatir las prácticas corruptas en las transacciones internacionales como para perseguir el lavado de activos derivado de estas actividades y, por esta vía, resarcir el patrimonio público.
Los propósitos de la convención, sus bases jurídicas y reglas no contravienen el ordenamiento Superior, pues se parte de la base del respeto del derecho interno y no se obliga a ningún Estado parte a tomar medidas contrarias a las previstas en su propia Constitución. En concreto, la convención desarrolla el mandato de los artículos 9°, 226 y 227 Superiores, en tanto y en cuanto promueve canales de cooperación internacional, sobre la base del respeto a la soberanía nacional y la autodeterminación de los pueblos, conforme a los principios de equidad, reciprocidad y conveniencia nacional. La convención es, en suma, un instrumento indispensable para luchar contra la impunidad en casos de corrupción en transacciones internacionales, que se aviene con la Carta Política.
4. Conclusión.

Por lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte que declare EXEQUIBLES la “CONVENCIÓN PARA COMBATIR EL COHECHO DE SERVIDORES PÚBLICOS EXTRANJEROS EN TRANSACCIONES COMERCIALES INTERNACIONALES”, adoptada por la Conferencia Negociadora en París, República Francesa, el 21 de noviembre de 1997”, y la Ley 1573 del 2 de agosto de 2012, por medio de la cual ésta fue aprobada.
Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación
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